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En aquellos supuestos en los que un contribuyente manifiesta ante la Ins-
pección que no dispone de la documentación solicitada y que dicha docu-
mentación se halla en poder de un tercero (por ejemplo, una entidad finan-
ciera) a quien el contribuyente solicitó la entrega de la documentación y al
que la Inspección podía dirigirse directamente para obtener la documenta-
ción mediante la emisión del oportuno requerimiento de obtención de infor-
mación, ¿se ha de considerar el período de tiempo transcurrido a partir del
momento en que el contribuyente manifiesta que no dispone de la docu-
mentación habiendo acreditado además que la ha solicitado al tercero como
período de dilación imputable al contribuyente?

En el concreto supuesto de autos analizado por el Tribunal el contribu-
yente solicitó mediante fax la información requerida por la Inspección a la
entidad financiera que la tenía disponible. Una vez solicitada, puso de mani-
fiesto que no la podía aportar en tanto no se la remitiera (lo cual se produjo
más de dos meses después) e instó a la Administración a requerírsela a quien
disponía de ella mediante el oportuno requerimiento de información, facul-
tad que, de oficio, estaba en su mano. Sin embargo, tanto en el procedimiento
inspector como en el jurisdiccional hasta la Sentencia de instancia dictada
al efecto se entendió que este período de tiempo debía ser incluido en el
saldo de días de retraso imputable al contribuyente.

Inicialmente la AN había manifestado al respecto que si el contribuyente
no aportaba la documentación requerida todo el tiempo que la Inspección
invertía en obtenerla debía imputarse al obligado y no a la Administración.
Se estimaba así que durante todo el tiempo transcurrido entre la manifesta-
ción de que no se disponía de la documentación (con la consiguiente acre-
ditación de que la misma se había solicitado por el contribuyente a la entidad
financiera) y la fecha en que se aportó la documentación recibida de la enti-
dad financiera se debía imputar la dilación al contribuyente.

Pues bien, tal y como reconoce el TS en dicho supuesto no cabe estimar
la existencia de retraso debido a que nunca se podrá aportar aquello de lo
que no se dispone. Precisa el Alto Tribunal que «imputar» es atribuir a alguien
la responsabilidad de un hecho, siendo claro a tal efecto que, una vez que
el contribuyente comunica a la Inspección que no dispone de la documen-
tación solicitada, ésta puede adoptar sin dilación la decisión que tenga por
conveniente sobre la forma de continuar con el procedimiento inspector,
bien esperando a que el tercero se la facilite al contribuyente, bien requi-
riéndola directamente a dicho tercero. Hay que tener en cuenta que el
impulso del procedimiento inspector corresponde a la Inspección, que es la
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única que puede adoptar las decisiones oportunas sobre su avance y a quien,
por tanto, le son imputables las consecuencias de sus decisiones.

La AN había declarado ya en su día mediante Sentencia de 11 de febrero
de 2010 que, una vez que el contribuyente ha manifestado que no dispone
de la documentación y que la ha solicitado a quien dispone de ella, ni hay
demora expresamente solicitada por el obligado tributario ni se originan pér-
didas materiales de tiempo provocadas por la tardanza en aportar los datos
y los elementos de juicio imprescindibles para la tarea inspectora. Y ello con
independencia del juicio o reproche que merezca la conducta del inspec-
cionado.

En esta misma línea se sitúan, además, las Sentencias de los Tribunales
Superiores de Justicia de Madrid, de 30 de octubre de 2013 (en la que con-
cluyó el citado Tribunal que la dilación que la Inspección había atribuido al
contribuyente incluía un período posterior a la manifestación del mismo de
que no tenía en su poder un determinado contrato de seguro porque no lo
había cobrado, pudiendo la Inspección desde ese preciso instante dirigirse
directamente a la compañía de seguros para obtener el citado contrato, com-
putando todo el tiempo hasta que obtuvo el contrato como dilación impu-
table al contribuyente) y de la Comunidad Valenciana, de 5 de diciembre de
2011. Véase igualmente a este respecto las Sentencias del TS de 2 de abril
de 2012 y de 5 de julio de 2010, afirmándose en esta última lo siguiente:

Pues bien, en opinión del TS la doctrina sentada por la Sentencia impug-
nada prescindía completamente del elemento teleológico inherente al con-
cepto de dilación ya que, una vez que el contribuyente ha manifestado que
no dispone de la documentación y que la ha solicitado a la entidad finan-
ciera, no existe circunstancia alguna que impida a la Administración conti-
nuar el procedimiento en la forma que considere oportuna y, en particular,
dirigirse a la entidad financiera solicitándole la aportación de la documen-
tación.

Adviértase por tanto que a través del presente pronunciamiento el Alto
Tribunal, además de recordar la trascendencia que, de cara a configurar la
imputación de la dilación al contribuyente, adquieren elementos tales como
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«Es doctrina consolidada de esta Sala la que niega la existencia de paralización
imputable a la Administración tributaria cuando el administrado es quien incumple
los requerimientos efectuados por la Inspección, puesto que la pasividad sólo sería
achacable a la Administración si el recurrente hubiese manifestado que carecía de
la documentación reclamada desde que se iniciaron los requerimientos».



la identificación de la documentación, la motivación, el recordatorio en cada
diligencia, etc., toma asimismo en consideración el elemento consistente en
considerar que cuando el contribuyente, a resultas de un requerimiento de
la Inspección sobre la aportación de una determinada documentación,
afirma que no obra en su poder, en ese mismo momento debe cesar la impu-
tación del retraso en el progreso del procedimiento para imputarle los efectos
de la demora a la Administración, especialmente si, como sucedía en el pre-
sente caso, esta última se encuentra capacitada para obtener esa misma
documentación de la entidad financiera que la gestionaba y se ha retrasado
en la solicitud correspondiente.

En efecto, el Alto Tribunal admite que la Inspección había desarrollado
una actitud pasiva ante la obtención de la referida documentación en la
medida en que, al conocer la Inspección que el contribuyente había solici-
tado la información requerida a la entidad financiera hasta que decidió efec-
tuar su solicitud directa a ésta mediante el oportuno requerimiento de obten-
ción de información, habían transcurrido más de tres meses, no justificando
dicha actitud pasiva la imputación de una dilación al contribuyente.

En consecuencia afirmó el Alto Tribunal a través de la citada Sentencia
de 16 de marzo de 2016 que el antiguo art. 31 bis.2 del Real Decreto
939/1986 debía interpretarse en el sentido de que no existe dilación impu-
table al contribuyente desde que el contribuyente manifiesta a la Inspección
que no dispone de la documentación requerida y que dicha documentación
ha sido solicitada a la entidad financiera, a quien la Inspección puede diri-
girse directamente para obtener la documentación —tal y como efectuaron
las sentencias de contraste—, y en aplicación de dicha interpretación la doc-
trina fijada en la sentencia objeto de recurso fue errónea, debiendo haber
concluido, con base en la doctrina fijada en las sentencias de contraste, que
a partir del envío de la solicitud a la entidad financiera y de la manifestación
por la entidad inspeccionada en el sentido de que no dispone de más docu-
mentación que la aportada y que el resto de documentación la deberá aportar
la entidad financiera ninguna dilación se le puede imputar ya a aquélla.

De conformidad con lo declarado por el Alto Tribunal:
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«La contradicción entre los pronunciamientos de una y otras sentencias es mani-
fiesta porque ante una idéntica situación, —administrados que en el curso de un
procedimiento de inspección manifestaron que no disponían de la documentación
requerida por la inspección y que la misma podía obtenerse de un tercero (entidad
financiera o aseguradora) a quien la Inspección podía dirigirse directamente para
obtener la información, considerando la Inspección que el período de tiempo trans-



La presente Monografía analiza, a la luz de la reciente doctrina 
administrativa y jurisprudencial, la incidencia del tiempo en el 
desarrollo del procedimiento de inspección tributaria. Se estudia 

el tratamiento de las dilaciones en el procedimiento de inspección (con 
especial atención a aquellas que resultan imputables al inspeccionado), 
así como las principales cuestiones que suscita la ampliación del 
plazo de duración de las actuaciones inspectoras. En este sentido se 
analizan aspectos tales como los relativos a la motivación de las causas 
que justifican la ampliación, el plazo para la adopción del acuerdo de 
ampliación o la necesidad de notificación. Igualmente es objeto de 
análisis la retroacción de actuaciones, la cual no puede ser entendida 
unilateralmente para la Administración, sino también para el obligado 
tributario, otorgándose a este último la oportunidad de alegar o de 
aportar documentos si lo estima conveniente
En suma se ofrece, a modo de Guía práctica, un estudio completo de 
la trascendencia que adquiere el factor tiempo en el desarrollo del 
procedimiento de inspección tributaria. El conjunto de cuestiones 
planteadas comprende las principales vicisitudes susceptibles de llegar a 
plantearse en el transcurso de este importante procedimiento tributario, 
recogiéndose respuestas concretas a las múltiples dudas que se plantean 
durante las distintas etapas temporales del citado procedimiento.
El autor es Catedrático de Derecho Financiero y Tributario.
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